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Resumen
Seis años después de firmado el Acuerdo de Paz entre las farc-ep y el gobierno colombiano, 
las principales transformaciones rurales terminaron desdibujadas y las cifras de violencia de-
mostrarían que la paz no se materializa. Desde una metodología activista, desplegada en el 
departamento del Cauca con comunidades rurales, este artículo analiza tres fases del modelo 
de ‘paz territorial’: el giro local, que consistió en la implementación participativa y densamen-
te burocrática del Acuerdo de Paz; el giro militarista, que sustituyó el desarrollo territorial 
integral; y el nuevo ciclo de conflicto interno armado, en cuya explicación causal enfatizamos 
la dimensión étnica y racial de las violencias. Concluimos que haber desviado la construcción 
de paz de la hoja de ruta trazada para abordar de manera integral las causas estructurales de la 
guerra, en cambio optando por la seguridad militar y estabilización, genera la revictimización 
y desesperanza de los habitantes rurales empobrecidos, quienes vuelven a quedar implicados 
entre conflictos nuevos y reciclados.

Abstract
Six years after signing the Peace Agreement between the farc-ep and the Colombian govern-
ment, the main rural transformations were delayed, while the violence figures show that peace 
had not materialized. Using an activist methodology, working in the Department of Cauca with 
rural communities, this article analyses three phases of the ‘territorial peace’ model: the local 
turn, characterized by the participatory and densely bureaucratic implementation of the Peace 
Agreement; the militarist turn, which replaced integral territorial development; and the new 
cycle of internal armed conflict, emphasizing the ethnic and racial dimension of violence. We 
conclude that peacebuilding has deviated from the roadmap to comprehensively address the 
structural causes of war, opting instead for militaristic securitization and stabilization, which 
generates the re-victimization and hopelessness of impoverished rural inhabitants, who are 
once again caught between new and recycled conflicts.

Resumo
Seis anos após a assinatura do Acordo de Paz entre as farc-ep (Forças Armadas Revolucio-
nárias da Colômbia-Exército do Povo) e o governo colombiano, as principais transformações 
rurais foram borradas e os números sobre a violência mostram que a paz ainda não se mate-
rializou. Usando uma metodologia ativista, implantada em Cauca com comunidades rurais, 
neste artigo, analisamos três fases do modelo de ‘paz territorial’: a virada local, que consistiu 
na implementação participativa e altamente burocrática do Acordo de Paz; a virada militarista, 
que substituiu o desenvolvimento territorial integral; e o novo ciclo de conflito armado inter-
no, em cuja explicação causal enfatizamos a dimensão étnica e racial da violência. Concluímos 
que o fato de a construção da paz ter se desviado do roteiro elaborado para abordar de forma 
abrangente as causas estruturais da guerra, optando, em vez disso, pela segurança militar e 
pela estabilização, gera a revitimização e a desesperança dos habitantes rurais empobrecidos, 
que mais uma vez se encontram presos entre conflitos novos e reciclados.
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Introducción a la llamada 
‘paz territorial’ en Colombia

Tras seis décadas de conflicto interno 
armado y seis años de diálogo público y 
secreto, en 2016 el gobierno colombiano 
y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colombia-Ejército del Pueblo (farc-ep) 
firmaron un Acuerdo de Paz, reconoci-
do por agencias, académicos y gobiernos 
como un referente global al lograr la 
resolución de uno de los conflictos más 
prolongados y violentos del mundo (Her-
bolzheimer, 2016). El acuerdo reconoce 
explícitamente las causas estructurales 
de la violencia en Colombia, entre ellas 
el acceso desigual a la tierra, la exclusión 
de amplios sectores de la población en la 
toma de decisiones y la marginación per-
sistente de habitantes rurales respecto a 
su acceso a los servicios estatales.

Con el fin de crear un contrato social 
legítimo entre el gobierno y la pobla-
ción rural, la implementación del acuerdo 
adoptó un enfoque territorial, el cual re-
conoce que la mejor manera de alcanzar la 
paz es mediante la participación activa de 
las y los ciudadanos (Borja, 2017; Cairo 
et al., 2018). Este modelo de paz, además, 
contempla las experiencias diferenciales 
de género, de la población lgbtiq+ y de 
los sujetos étnicos como dimensiones re-
levantes para la superación del conflicto 
(Koopman, 2020; González-Villamizar 
& Bueno-Hansen, 2021).

La paz territorial permitiría, a través 
de la creación de instituciones fuertes y 

legítimas, copar los territorios con un 
Estado democrático, próspero y supues-
tamente inclusivo. El acuerdo prometía 
construir la paz mediante la implemen-
tación participativa de una reforma rural 
integral por medio de planes de desarro-
llo con enfoque territorial (pdet) y de 
un nuevo modelo contra el narcotráfico 
desde el Programa Nacional Integral de 
Sustitución de Cultivos Ilícitos (pnis). 
Estos programas se formularían e imple-
mentarían mediante procesos de planifi-
cación participativa, logrando la inclusión 
de las comunidades que habitan las zonas 
especialmente afectadas por el conflicto 
armado.

Sin embargo, en su implementación, 
los programas sociales de construcción de 
paz se fueron transformando en dispositi-
vos de seguridad altamente militarizados. 
Un giro progresivo hacia programas de 
estabilización militar, basados en ideolo-
gías contrainsurgentes de consolidación 
territorial, comenzó a reemplazar las pro-
mesas de transformación estructural del 
Estado y de su relación con las comunida-
des excluidas en los territorios (Piccolino 
& Ruette-Orihuela, 2021).

Además, el enfoque territorial no con-
templó que las comunidades y sus orga-
nizaciones pudieran abordar conflictos 
históricos en las geografías de la guerra, 
tales como los motivados por el modelo 
extractivista minero y agrario (Le Billon 
et al., 2020), o por el acceso desigual a 
la tierra (Ahumada, 2020). Tampoco to-
mó en cuenta la existencia de geografías 
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racializadas y sus historias de coloniali-
dad, que continuaron reproduciendo lógi-
cas de eliminación y deshumanización de 
las comunidades rurales (Ruette-Orihuela 
et al., 2023).

Para el caso específico del departa-
mento del Cauca, localizado al suroc-
cidente de Colombia (ver figura 1), las 
identidades y relaciones territoriales de 
comunidades indígenas, afrodescendien-
tes y campesinas están intrínsecamente 

ligadas a tejidos sociales de permanencia 
y resistencia frente a relaciones históricas 
de producción y reproducción económica 
y cultural basadas en la subordinación 
patriarcal, racial y de clase social.

La dominación colonial desplegada a 
través del modelo de hacienda, la violencia 
política durante el siglo xx que resultó en 
el acaparamiento de las tierras más fértiles 
y las reivindicaciones contemporáneas de 
autonomías étnico-territoriales (Villa & 

Figura 1. Localización de municipios y organizaciones sociales del Proyecto Paz Alto Cauca

Fuente: elaboración de los autores.
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Houghton, 2005; Machado Cartagena 
& Rincón García, 2014; Vargas Reyes & 
Ariza Santamaría, 2019) son todos pro-
cesos medulares de las luchas sociales que 
han forjado en esta región las estrategias 
organizativas contrahegemónicas que so-
portan la resistencia frente a la expansión 
del capitalismo agrario y a mecanismos 
de sujeción militar de carácter estatal y 
paralegal.

Desde una metodología activista, 
desarrollada con indígenas, afrodescen-
dientes, campesinos mestizos y excom-
batientes del norte del departamento del 
Cauca, en este artículo presentamos los 
resultados del proyecto Paz Alto Cauca, 
codiseñado con habitantes étnica y polí-
ticamente diversos de los municipios de 
Corinto, Miranda y Buenos Aires. Un 
equipo interdisciplinario de investiga-
doras nacionales y extranjeras lideramos 
el proyecto entre 2018 y 2021, creando 
un diplomado de 140 horas de formación 
para más de 100 participantes (Gough 
et al., 2023), entrevistas con 28 lideresas, 
líderes y autoridades gubernamentales, 
10 talleres interculturales (Escobar-Tello 
et al., 2021), observación participante y 
diálogos informales de las autoras con 
los/as habitantes de esta región.1

A continuación, analizamos crítica-
mente la implementación del Acuerdo 
de Paz y el cambio rural imaginado y 
disputado desde las organizaciones so-
ciales del norte del Cauca: primero, la 
implementación participativa, caracte-
rizada por su densidad burocrática y la 

incapacidad de materializar las agendas 
de transformación de las comunidades y 
organizaciones sociales; segundo, critica-
mos el giro militarista en los territorios, 
y la priorización de la seguridad y de la 
estabilización sobre el desarrollo rural 
integral; y, para finalizar, describimos el 
nuevo ciclo de conflicto interno armado 
y destacamos la dimensión étnica y racial 
de las violencias emergentes.

1. Marco conceptual

El interés por generar mayor legitimidad 
en la construcción de paz llevó a académi-
cos y agencias multilaterales a abogar por 
un enfoque de participación ciudadana 
activa en la construcción del Estado en 
contextos de posconflicto (Heathershaw, 
2008; Zamudio & Culebro, 2013). La 
premisa que subyace a este giro hacia lo 
local es que la (re)construcción de los 
Estados no consiste solo en crear insti-
tuciones formales, sino en establecer un 
contrato social entre los Estados y las 
poblaciones (Mac Ginty & Richmond, 
2013; Leonardsson & Rudd, 2015; Cox 
& Sisk, 2017). En consecuencia, donan-
tes, gobiernos garantes y agencias de 
paz promovieron por más de una década 
la apropiación local de los procesos de 
consolidación de la paz, incentivando y 
financiando esquemas ampliamente par-
ticipativos (Carl, 2016).

La participación local se ha conside-
rado un hito para restablecer las econo-
mías devastadas por la guerra, promover 

1 Hoy, el proyecto Paz Al-
to Cauca ha evoluciona-
do en una plataforma de 
análisis del conflicto in-
terno armado y de promo-
ción de emprendimientos e 
iniciativas de paz a nivel 
nacional. Ver: https://pa-
zaltocauca.com/

https://pazaltocauca.com/
https://pazaltocauca.com/
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la reconciliación y lograr una estabiliza-
ción democrática duradera (Guasca et al., 
2022). Dicha participación se ha integra-
do en marcos de gobernanza neoliberales, 
principalmente en respuesta a una crítica 
de los modelos de modernización impues-
tos de arriba hacia abajo, el fracaso del 
Estado y la imposición externa de progra-
mas (Cooke & Kothari, 2001; Hickey & 
Mohan, 2004). El principal objetivo de 
los enfoques participativos ha sido incluir 
a los pueblos marginados en el centro de 
los procesos de toma de decisiones, escu-
chando sus voces e implicándolos en los 
programas de desarme, desmovilización 
y reintegración.

Sin embargo, el ‘giro local’ en la con-
solidación de la paz refleja un cambio en 
la retórica y la escala de la consolidación 
de la paz convencional, mas no un cam-
bio sustancial en el modelo económico y 
las relaciones históricas de poder (Ochen, 
2017; Alves, 2019; Hoddy & Gready, 
2020). Los enfoques participativos se han 
alineado con la descentralización neolibe-
ral del Estado y, sin redistribuir el poder 
político ni económico entre regiones y 
grupos sociales (Ballvé, 2012), se han 
convertido en una nueva ortodoxia del 
neoliberalismo democrático.

Aunque permiten exponer las relacio-
nes patriarcales, clasistas y racistas consti-
tutivas de la guerra, debilitan los procesos 
organizativos cuando privilegian generali-
dades y superficialidades sin mediar en las 
dimensiones políticas y estructurales de la 

opresión interseccional (González-Villa-
mizar & Bueno-Hansen, 2021). También, 
las estrategias selectivas de participación 
que excluyen los perfiles más críticos, los 
liderazgos más radicales o los procesos 
organizativos de mayor trayectoria ter-
minan silenciando a las comunidades a 
través de la despolitización de sus voces 
(Vélez-Torres et al., 2022).

A pesar de parecer democrática en la 
superficie, la participación puede ocultar 
desigualdades estructurales y marginar a 
sujetos que ostentan formas más progre-
sistas de hacer política, contribuyendo así 
a mantener el statu quo. Esta crítica no 
implica, sin embargo, que todas las polí-
ticas, mecanismos y dinámicas sociales de 
participación en contextos de transición 
sean insinceras o corruptas, sino que la 
participación está limitada por las relacio-
nes de poder y los intereses económicos 
dominantes; en Colombia, ese proyecto 
de Estado hegemónico se ha caracteriza-
do por ser consistentemente capitalista, 
patriarcal y racista (Dest, 2020).

La garantía desigual de derechos, la 
exclusión social y la conflictiva explota-
ción de recursos naturales son clave para 
comprender las causas que generan la vio-
lencia posconflicto. Para Latinoamérica, 
muchos estudios han demostrado cómo 
en el contexto neoliberal las violencias (es-
tructural, cultural, ambiental o directa) 
producen significados raciales y espaciales 
en la medida en que se inscriben en los 
cuerpos, las experiencias y los territorios 
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de las poblaciones negras, indígenas y 
mestizas (Navarrete, 2016; Wade, 2016; 
Mora, 2017; Alves & Vargas, 2017).

En Colombia, las personas negras 
e indígenas han sido afectadas en ma-
yor proporción por la violencia (Villa & 
Houghton, 2005; Hristov, 2005; Espi-
nosa, 2007; Ngweeno, 2007; Oslender, 
2008; Jimeno et al., 2011; Centro Na-
cional de Memoria Histórica & Organi-
zación Nacional Indígena de Colombia, 
2019). Precisamente, el discurso del de-
sarrollo desde 1950 (Escobar, 2014) y 
la apertura económica neoliberal desde la 
década de 1990 (Crespo-Marín & Pérez-
Rincón, 2019) han creado zonas de fron-
tera donde, a través de relaciones violentas 
de explotación y despojo, se crean las 
condiciones de ‘progreso’ económico y, 
simultáneamente, se espacializa la exclu-
sión étnico-racial (Bocarejo, 2009, 2012). 
Con discursos de sustentabilidad, desa-
rrollo y prosperidad, el proceso excluyente 
de formación del Estado en Colombia ha 
conducido a una creación coercitiva de 
fronteras en las que la marginación de los 
pobres rurales etnorracializados resulta 
exacerbada (Lugo, 2019; Vélez-Torres 
et al., 2019).

Después del establecimiento de acuer-
dos de paz, emergen múltiples formas de 
violencia que se manifiestan en altas tasas 
de homicidios, inestabilidad, represión es-
tatal, reconfiguración de grupos crimina-
les, corrupción y desigualdad (Steenkamp, 
2011; Berdal, 2012; Kurtenbach, 2013; 
Tobón, 2014; Kurtenbach & Rettberg, 

2018). La violencia es muy variable en 
términos de su manifestación, intensidad 
y alcance. Kurtenbach (2013) indica que 
la intensidad de esta violencia depende de 
tres factores: i) las formas en que se haya 
terminado el conflicto (si es con acuerdo 
o por victoria militar); ii) el tipo de políti-
cas implementadas para mitigar divisiones 
sociales y resolver las injusticias; y iii) las 
reformas que se conduzcan en el sector 
de seguridad militar.

La violencia en el posconflicto está 
muy relacionada con la presencia selectiva 
(y en muchos casos excluyente) del Esta-
do y con su grado de control del ejerci-
cio legal de la fuerza (Berdal, 2012). En 
otras palabras, el desenvolvimiento de las 
nuevas violencias después de los acuerdos 
de paz depende no solo de lograr una 
institucionalidad fuerte y funcional, sino 
del carácter y la misión que se otorgue a 
estas instituciones respecto al ejercicio 
de la fuerza en las zonas de construc-
ción de paz.

Dependiendo del contexto histórico, 
las violencias que surgen en condiciones 
de posacuerdo pueden ser más que resi-
duales o puramente criminales (Suhrke 
& Berdal, 2012; Albarracín et al., 2023). 
Dando relevancia a su dimensión estruc-
tural, algunos autores sugieren que es 
necesario prestar atención a los factores 
socioeconómicos que perpetuarían las 
inequidades regionales y locales; deta-
llar el papel central de las economías de 
guerra; y analizar su transformación en 
el posconflicto (Paris, 2004; Ahearne, 
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2009; Tobón, 2014). Ciertamente, las 
violencias en el posconflicto tienden a 
alcanzar mayor intensidad que durante 
la guerra, produciendo entre las comuni-
dades afectadas por el conflicto ansiedad 
e inseguridad sobre el futuro, y escepti-
cismo sobre la capacidad del Estado de 
cumplir lo prometido (Steenkamp, 2005; 
Berdal, 2012).

Incluso, se habla de un modelo ‘ili-
beral’ en la construcción de paz cuando 
se opta por implementar estrategias au-
toritarias en la gestión de aquellos con-
flictos que surgen o se perpetúan tras los 
acuerdos de paz, las cuales se caracterizan 
por un decidido militarismo estatal y una 
defensa del centralismo de gobierno (Sto-
kke et al., 2022). A continuación, analiza-
remos el intento reciente de construcción 
de paz en Colombia y su cooptación de 
la participación a través de su burocrati-
zación y despolitización intencional, su 
militarización de los programas de trans-
formación rural y la racialización en el 
nuevo ciclo de violencia que se evidencia 
en el departamento del Cauca.

2. La paz territorial 
en retrospectiva

2.1. El giro local, la burocratización 
de la participación y la dilución de 
la transformación rural

Durante los últimos dos años del gobier-
no del presidente Juan Manuel Santos, 
entre 2016 y 2018, se desarrolló la fase 

participativa de definición de los princi-
pales planes y programas de implemen-
tación del Acuerdo de Paz. Durante este 
período, las invitaciones a la participación 
local en los pdet y el pnis proliferaron, 
siguiendo una estructura de embudo ba-
sada en las divisiones administrativas del 
territorio. La estructura social base de 
la participación fueron las juntas de ac-
ción comunal, las cuales se reunieron, 
primero, en las reuniones veredales y, 
luego, eligieron un número reducido de 
representantes que asistiría a las discu-
siones en el municipio. En el caso de los 
territorios con presencia étnica, la parti-
cipación municipal incluía a los cabildos 
de las comunidades indígenas y a los con-
sejos comunitarios de las comunidades 
afrodescendientes (Ríos & Cairo, 2018; 
Koopman, 2020; González-Villamizar & 
Bueno-Hansen, 2021).

Había entre la población una mezcla 
de escepticismo y moderada esperanza. 
Durante los primeros meses, las comu-
nidades se sumaron a los escenarios de 
participación con la idea de que era ne-
cesario intentarlo. La dejación de armas, 
siendo el primer punto del acuerdo que 
se implementó, fue también el primer 
proceso en levantar sospechas entre los 
habitantes rurales. La gente comentaba 
a menudo que, si a la misma guerrilla el 
gobierno le fallaba, los habitantes rurales, 
desarmados y menos organizados, tenían 
menos que esperar (Vélez-Torres, 2019). 
Aun así, con dudas crecientes, la gente 
participaba y salía, desde sus veredas, 
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circunstancias del ordenamiento terri-
torial y la construcción de paz (Rusche, 
2022).

Algunos líderes y lideresas de la región 
equipararon esta estrechez en los espacios 
de decisión a una falta de voluntad política 
para lograr la paz. Un líder campesino, 
vocero en los procesos de sustitución de 
coca, expresó su frustración: “El gobier-
no parece que no quiere que se acabe ni 
la guerra ni el narcotráfico. Uno no en-
tiende cómo al final de tanta visitadera y 
seguimiento, al final no quedó plata pa’l 
pnis. Lo curioso es que sí aparece plata 
para la erradicación. Entonces, uno no ve 
la voluntad. Son mensajes que uno no en-
tiende porque, por un lado, botaron a la 
gente a morirse de hambre y, por otro, sí 
le mandan las fuerzas [militares] pa’ que 
arranquen lo que queda por ahí”.

Otro líder afrodescendiente amena-
zado, habitante de la cordillera Occiden-
tal, compartió el malestar colectivo de 
quienes apoyaron inicialmente la puesta 
en marcha del pnis: “Primero, cesó el 
fuego, y en las zonas de transición bajó 
un poquito, pero se siguen manteniendo 
los cultivos. La socialización del pnis le 
tocó a las comunidades, las comunidades 
se comprometieron a sustituir. Que dejar 
limpio, nos dijeron, y la gente lo hizo. 
Pero luego el gobierno no cumplió”.

Muchos de los programas fueron im-
pulsados en el territorio sin la articulación 
entre las instituciones, con poca coheren-
cia entre lo prometido y lo implementado, 
y sin la planificación financiera adecuada 

buscando a los funcionarios, investidos de 
autoridad a través de chalecos de distintos 
colores que diferenciaban a las entidades 
estatales y a los donantes (Vélez-Torres 
et al., 2022).

En la medida en que avanzaban los 
espacios de participación, en los cuales se 
tomarían decisiones sobre la sustitución 
de cultivos de uso ilícito y la prioriza-
ción de proyectos de desarrollo rural en 
el marco de los pdet, los líderes y lidere-
sas del Cauca comenzaron a cuestionar 
la poca incidencia de esos espacios en la 
producción de verdaderos cambios te-
rritoriales. En un taller que realizamos 
en diciembre de 2019, un líder indígena 
explicó: “Todos los planes que nos han 
traído son como una receta que a uno no 
le queda de otra sino seguir. Los pdet 
primero y ahora los planes de desarrollo se 
han trabajado de manera muy general por 
las organizaciones porque lo cierto es que 
los gobiernos llegan con todo definido y 
nos dan muy poca oportunidad. Porque 
ya llegan con toda la metodología decidi-
da y a uno le tocó es agachar la cabeza”.

La idea de que los funcionarios tenían 
una agenda preestablecida, que dejaba 
poco espacio de maniobra para que las 
comunidades y organizaciones locales 
tomaran decisiones y pudieran presentar 
sus propuestas, fue ganando popularidad. 
Desde una legitimidad disputada como 
sujetos que han vivido de manera directa 
el conflicto, las comunidades y las orga-
nizaciones locales reclamaron de forma 
insistente el derecho a decidir sobre las 
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para sostener las promesas de cambio. La 
improvisación en la ejecución del pnis re-
sultó en que las comunidades erradicaron 
sus cultivos sin que el gobierno lograra 
la sustitución de la economía ilegal con 
nuevos medios de vida legales: resultó 
crítico el afán desmedido del gobierno 
por ‘levantar las matas de coca’ sin an-
tes asegurar nuevos medios de vida. Las 
preocupaciones de las comunidades co-
caleras sobre la urgencia de reemplazar 
las economías locales ilegales y evitar el 
desplazamiento de cultivos y productores 
fueron ignoradas, a la vez que persistió la 
amenaza de utilizar medidas coercitivas 
de erradicación manual por las fuerzas 
militares o con agentes químicos como 
el glifosato.

Además, los proyectos de sustitución 
promovidos, con bajísima implementa-
ción, excluyeron iniciativas de mayor valor 
agregado, como la economía de servicios 
o la industrialización: se impuso el mo-
delo neoliberal agrario con el impulso a 
proyectos agropecuarios para la produc-
ción de materias primas sin procesamiento 
local. En el municipio de Miranda, por 
ejemplo, indígenas y campesinos mes-
tizos terminaron atrapados en cuatro 
líneas productivas que, de manera tar-
día y fragmentada, recibieron inversión: 
aguacate hass, sacha inchi, café y cacao 
(Vélez-Torres & Lugo, 2021).

Las familias rurales requieren acce-
so a tierras suficientes y de calidad, que 
puedan generar medios de vida legales 
y dignos. En este sentido, los indígenas 

necesitan que se amplíen sus resguardos; 
las afrodescendientes, que se reconozcan 
los territorios colectivos; y los campe-
sinos, que se reconozcan las zonas de 
reserva campesina. El acceso al agua, 
el apoyo técnico a la agricultura y una 
asistencia financiera son imprescindibles 
para el éxito del desarrollo rural integral.

Igualmente, las infraestructuras bási-
cas como carreteras asfaltadas y puentes 
se requieren para garantizar el acceso a 
los mercados agrícolas locales y regiona-
les. Un líder afrodescendiente explicaba 
durante un taller dictado en Buenos Ai-
res en julio de 2019: “Hay un programa 
para el campesino, pero es para ellos mis-
mos. La umata (Unidad Municipal de 
Asistencia Técnica Agropecuaria) recoge 
las iniciativas por municipio, pero como 
nuestro municipio es de sexta categoría 
no hay recursos para financiar, no tienen 
para financiar, la umata es una figura 
decorativa”.

Aunque se crearon estrategias de par-
ticipación como si fuesen instrumentos 
meramente técnicos, lo cierto es que exis-
tió un sesgo gubernamental en la manera 
como estos operaron (Cramer & Good-
hand, 2002), situación evidente cuando 
se imponen las agendas de las entidades 
sobre las prioridades comunitarias para 
el desarrollo rural.

La participación de las comunidades 
rurales en la planificación del pdet y el 
pnis, aunque logró legitimar durante los 
primeros meses la nueva institucionalidad 
estatal con presencia en los territorios 
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afectados por el conflicto, no desafió las 
estructuras de poder preexistentes, ni 
propició los cambios agrarios relevan-
tes para las comunidades empobrecidas, 
las víctimas, ni los excombatientes y, en 
cambio, reprodujo un modelo neoliberal 
ortodoxo en el agro. Pasados dos años 
de participación focalizada en la escala 
municipal, delegados de 24 municipios 
se congregaron en Popayán para celebrar 
una reunión masiva de la subregión Alto 
Patía y Norte del Cauca.

Este espacio, aunque masivo, eviden-
ció el cansancio, la desilusión y la crecien-
te desconfianza entre los participantes. 
Organizaciones étnicas de larga trayec-
toria como el Consejo Regional Indígena 
del Cauca (cric) y el Palenke Alto Cauca 
cuestionaron no haber sido convocadas 
desde el principio en la construcción de 
los programas de paz. Por su parte, al-
gunas organizaciones campesinas confir-
maron en esta reunión que los espacios 
previos de participación no habían sido 
incidentes, pues las propuestas de desarro-
llo territorial trabajadas a escala municipal 
fueron sustituidas por la agenda traída 
desde Bogotá, instituida a través de un 
discurso de autoridad fundamentado en 
la viabilidad técnica y jurídica.

2.2. El giro militarista 
en la construcción de paz

Pese a que desde distintos frentes sociales 
y políticos se argumentó que la implemen-
tación del acuerdo no sería fácil y podría 

tardar en alcanzar lo prometido, fue solo 
hasta la llegada del presidente Iván Duque 
al gobierno en 2018 que se advirtió que 
estaríamos asistiendo a un cambio sobre 
lo más esencial del acuerdo, referido a la 
comprensión de las causas estructurales 
del conflicto y a la necesidad de abordarlas 
desde el desarrollo rural integral.

El retraso en la implementación llevó 
a desdibujar los pilares fundamentales del 
Acuerdo de Paz sobre salud, educación, 
infraestructura y reactivación económi-
ca. En su reemplazo, un nuevo modelo 
de “paz con legalidad” cambió el enfo-
que hacia la militarización, mientras que 
nuevos discursos de seguridad y estabi-
lización penetraron los programas y las 
políticas de construcción de paz (Picco-
lino & Ruette-Orihuela, 2021).

En lo fundamental, este nuevo mode
lo consistió en el copamiento militar del 
territorio para obtener el control, vía pre-
sencia de las fuerzas armadas, antes que 
vía acción social del Estado. Así lo defen-
dió entonces el gobierno:

No basta con el tradicional despliegue de 
los recursos de la fuerza legítima del Es-
tado, si no se consigue una efectiva acción 
articulada, coordinada, interagencial y uni-
ficada de las instituciones y la ciudadanía. 
[…] El país no puede seguir soportando 
la acción delincuencial en los campos y 
ciudades, tampoco que se siga asesinando 
o secuestrando con la excusa del delito 
político. […] En el mismo sentido, las insti-
tuciones democráticas no se pueden igualar 
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a las organizaciones delincuenciales y bajo 
ninguna circunstancia se puede renunciar 
a la obligación constitucional de proteger 
a los ciudadanos y doblegar a los crimina-
les. Cero ambigüedad en la lucha contra 
los violentos y en la supremacía del orden 
jurídico es el punto de partida (Ministerio 
de Defensa Nacional, 2019, pp. 5-6).

La racionalidad subyacente a esta po-
lítica equipara criminalidad con conflicto 
y, por consiguiente, desplaza los recursos 
financieros e institucionales para el cum-
plimiento del acuerdo hacia la lucha con-
tra la criminalidad. El logro del acuerdo 
respecto a reconocer las causas estruc-
turales del conflicto, asociadas al empo-
brecimiento y al tardío desarrollo rural, 
quedó de esta manera desmantelado, pues 
se simplificó y cosificó la causa del conflic-
to al reducirla al sujeto criminal, de esta 
manera diluyendo la responsabilidad de 
acción integral que tiene el Estado frente 
a la superación de la pobreza.

En cambio, el plan de estabilización 
del presidente Iván Duque representó un 
retroceso en la transformación territorial 
en tanto sostuvo una visión instrumental 
sobre la política agraria y volvió a situar las 
fuerzas militares en el centro del proyecto 
de pacificación. A través de la estabiliza-
ción, el gobierno redujo las ambiciones 
a ‘pequeños proyectos’ y perdió de vista 
los objetivos a largo plazo que se habían 
trazado respecto a fortalecer la legiti-
midad del Estado mediante el accionar 
institucional en las zonas de conflicto 

(Palou, 2019; Piccolino & Ruette-Ori-
huela, 2021).

En cuanto a los programas de desa-
rrollo rural, el giro militarista se expresó 
en las zonas estratégicas de intervención 
integral (zeii) progresivamente priori-
zadas para planificación, financiación y 
ejecución gubernamental sobre los pdet. 
Explícitamente, el Decreto 2278 de 2019, 
que reglamentó las zeii, explica que, 
aunque no buscan reemplazar a los pdet, 
la materialización de zonas sería necesaria 
para la implementación de los programas 
del Acuerdo de Paz. De esta forma, nor-
mativamente se estableció una jerarquía 
tácita para la acción gubernamental en 
la cual los macroterritorios de seguridad 
logrados con las zeii serían el punto de 
partida para avanzar posteriormente con 
los pdet.

En un taller realizado en diciembre 
de 2019, un líder campesino criticaba 
el retraso en la implementación de pro-
yectos sociales, mientras al mismo tiem-
po aumentaba el copamiento militar de 
los territorios priorizados para la imple-
mentación del acuerdo: “Uno se aterra 
de que no hay nada de inversión social. 
Es que nosotros no estamos hablando 
de más pie de fuerza. […] A la fuerza no 
funciona porque si no hay alternativas 
pa’ la gente no se logra la paz. Sería muy 
sencillo porque si el gobierno invirtiera 
en los nuevos cultivos, en reemplazar 
los cultivos ilícitos, pues habría opción. 
Pero a punta de plan pistola no vamos a 
ningún lado”.
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Un líder indígena contestaba en una 
línea de análisis similar: “Nosotros no 
aceptamos la seguridad que ofrecen con 
la militarización porque el tema del nar-
cotráfico es central en la inseguridad de 
Corinto y, por eso, lo que necesitamos 
es inversión social. Es decir, nosotros 
necesitamos un proyecto de vida y no 
militarización”.

El reclamo persistente de indígenas, 
afrodescendientes y campesinos consistió 
en que, mientras las prioridades de las 
comunidades y las promesas gubernamen-
tales no se materializaron, las inversiones 
militares fueron en aumento. Muchos 
líderes y lideresas expresaron su frustra-
ción y sensación de engaño al explicar 
que las instituciones locales no habían 
diseñado los mecanismos para otorgar 
los fondos prometidos para la ejecución 
de sus proyectos. En Buenos Aires, por 
ejemplo, un líder afrodescendiente indicó 
en un diálogo informal a inicios del año 
2020: “Hubo proyectos piloto, se firma-
ron los contratos, pero no se cumplió, el 
gobierno no cumplió, ¡no cumplió! No 
hubo planificación”.

Una lideresa afrodescendiente de Mi-
randa, integrante de una organización de 
víctimas, señaló que su organización tiene 
varios proyectos de costura con más de 44 
mujeres capacitadas para hacer patrones, 
cortes y costura. Son mujeres víctimas, 
vulnerables y reincorporadas. Aunque este 
proyecto estuvo listo para materializarse, 
nunca recibió la inversión requerida.

Otro campesino de Miranda también 
expresó su frustración por la falta de re-
cursos disponibles para la paz y la limitada 
voluntad política de implementación. En 
su caso, ellos tenían proyectos productivos 
de pequeña escala para implementarse en 
una finca donde varias familias estaban 
sembrando variedad de alimentos y cul-
tivando pescado para la venta; tampoco 
recibieron f inanciación. El campesino 
culpaba a la Alcaldía por su inoperancia 
para gestionar los recursos y por su in-
capacidad para hacer el acompañamiento 
técnico necesario.

La arquitectura financiera de la paz 
estuvo atada a los presupuestos ya limi-
tados de las alcaldías, siendo en muchos 
casos imposible el financiamiento de nue-
vos proyectos. De hecho, el pnis del que 
dependía la economía familiar de cien-
tos de familias cocaleras se desarrolló de 
manera lenta, fragmentada e incompleta, 
agudizando la crisis económica local. Las 
lideresas y líderes manifestaron su males-
tar al notar que muchos fondos habían 
sido desviados o invertidos en acciones 
militares, o habían quedado atrapados 
en los operadores de proyectos, que fue-
ron en todos los casos entidades privadas 
que sirvieron como intermediaros en la 
ejecución del programa.

En un diálogo informal, una lideresa 
indígena contaba que habían comenzado 
a aparecer grafitis por los caminos vere-
dales que dejan ver el descontento frente 
a la creciente militarización: “Hay unos 
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letreros por ahí subiendo que dicen ‘No a 
la militarización, sí a la implementación’. 
Yo estoy de acuerdo, e insisto en que lo 
que necesitamos es volver sobre los pdet 
y que se cumplan. De lo contrario, es 
como palabras que se las lleva el viento”.

En 2018, el gobierno lanzó la Fuer-
za de Tarea Conjunta de Estabilización 
y Consolidación Hércules, movilizando 
un total de 9800 efectivos en la región 
de Nariño.2 En este mismo año, invirtió 
en defensa 10 300 millones de dólares, 
600 más que en 2017; de esta cantidad, 
300 millones se destinaron a la compra 
de armamento y una buena parte a au-
mentar el número de efectivos de la fuerza 
pública. En 2019, a tres años de la firma 
del acuerdo, líderes y lideresas percibían 
el abandonado de la hoja de ruta de im-
plementación de los programas de paz y 
su exigencia era volver a las promesas y 
los planes. Para entonces, en medio de las 
reclamaciones sociales de cumplimiento 
del acuerdo, el gobierno optó por invertir 
en ampliar la bota de fuerza, asignando 
2500 nuevos efectivos para el departa-
mento del Cauca.3

Durante la administración del presi-
dente Iván Duque también se llevaron a 
cabo operaciones militares que implicaron 
un uso desproporcionado e innecesario 
de la fuerza. Por ejemplo, la Oficina del 
Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos (oacnudh) 
documentó quince casos de presunta co-
rrupción, la mayoría vinculados a accio-
nes antinarcóticas de militares y policías 

realizadas de manera arbitraria y sin re-
sultados (acnudh, 2020). Aunque es-
tuvo estrechamente relacionada con el 
despliegue de estrategias coercitivas en 
el marco de la guerra contra las drogas, 
la militarización afectó severamente a los 
excombatientes, quienes experimentaron 
nuevas olas de violencia.

En junio de 2019, la Fiscalía había 
registrado 115 homicidios de excomba-
tientes, 16 intentos de asesinato y 11 des-
apariciones forzadas. En respuesta a estos 
ciclos de violencia en el posconflicto, el 
gobierno creó un esquema de protección 
para excombatientes, bajo la coordinación 
de la Consejería para la Estabilización, el 
Ministerio de Defensa Nacional, el Mi-
nisterio del Interior, la Unidad Nacional 
de Protección, la Fiscalía, la Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, la Defen-
soría del Pueblo, Carpa Azul, entre otros.

Para algunas autoridades étnicas, la 
situación de violencia empeoró por la re-
lación creada con el Ejército tras la salida 
de las farc-ep de los territorios. La pre-
sencia de la Policía y las fuerzas armadas 
en zonas anteriormente controladas por 
las farc-ep fue interpretada por algunos 
grupos armados ilegales como resultado 
de un acto de complicidad entre los ha-
bitantes locales y las fuerzas coercitivas 
del Estado. Excombatientes de Miran-
da sostienen lo siguiente de la tripartita 
entre la Organización de las Naciones 
Unidades, las farc-ep y el Estado: “Se 
ha convertido en una Carpa Azul donde 
están policías y militares. Esto trae riesgos 

2 Noticia del 28 de ene-
ro  d e  2018:  h t tp s ://
www.infodefensa.com/
latam/2018/01/28/no-
ticia-colombianota17es-
colombia-activa-fuerza-
tarea-conjunta-hercules-
combatir-narcotrafico.
html
3 Noticia del 1º de no-
v i e m b r e  d e  2 0 1 9 : 
h t t p s ://w w w. e l e s p e c -
t a d o r. c o m/n o t i c i a s/
judicial/los-2500-mili-
tares-prometidos-para-
el-cauca-llegaran-en-di-
ciembre-articulo-889169

https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.infodefensa.com/latam/2018/01/28/noticia-colombianota17es-colombia-activa-fuerza-tarea-conjunta-hercules-combatir-narcotrafico.html
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/los-2500-militares-prometidos-para-el-cauca-llegaran-en-diciembre-articulo-889169
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/los-2500-militares-prometidos-para-el-cauca-llegaran-en-diciembre-articulo-889169
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/los-2500-militares-prometidos-para-el-cauca-llegaran-en-diciembre-articulo-889169
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/los-2500-militares-prometidos-para-el-cauca-llegaran-en-diciembre-articulo-889169
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/los-2500-militares-prometidos-para-el-cauca-llegaran-en-diciembre-articulo-889169
https://www.elespectador.com/noticias/judicial/los-2500-militares-prometidos-para-el-cauca-llegaran-en-diciembre-articulo-889169
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porque los grupos armados de la zona nos 
perciben como informantes. No se genera 
confianza, se siente una relación desigual 
porque ellos son militares y la comunidad 
ha dejado de participar”.

Otro excombatiente indicó en cuanto 
a las políticas de militarización y los es-
quemas de protección del gobierno en el 
territorio: “La Carpa Azul se ha conver-
tido en un espacio de gestión del nuevo 
enfoque de drogas. Con la erradicación 
forzada y las fumigaciones, lo que trae es 
que la fuerza aérea haga presencia y esto 
nos trae más problemas”.

Los habitantes mostraron su preo-
cupación por ser acusados de soplones 
o sapos, lo cual podría repercutir en su 
integridad física. El caso más crítico se 
presentó en mayo de 2020 en el municipio 
de Miranda, donde una disidencia de las 
farc-ep envió una comunicación escrita 
a los habitantes de la vereda Monterre-
dondo, dándoles un mes para interrumpir 
toda relación con instituciones del Estado 
y con excombatientes de las farc-ep en 
proceso de reincorporación.

Según la amenaza, en caso de con-
f irmarse cualquier comunicación con 
instituciones o fuerza pública, los habi-
tantes serían considerados objetivo mili-
tar. Frente a la contestación cada vez más 
violenta por parte de los grupos armados 
ilegales, las comunidades interpretaron la 
seguridad militar como un nuevo ries-
go para los civiles. Además, reclamaron 
que con la militarización se desplazaban 

arbitrariamente los compromisos de desa-
rrollo rural en la resolución de las causas 
estructurales de la guerra, generando la 
revictimización de los habitantes rurales 
pobres.

2.3. La dimensión étnico-
racial en el nuevo ciclo del 
conflicto interno armado

Después del acuerdo, el instituto inde-
pendiente para estudios de paz y desa-
rrollo Indepaz (2020) identificó que la 
mayoría de los asesinados pertenecían a 
organizaciones campesinas e indígenas, 
evidenciando que en este nuevo ciclo de 
violencias un elemento resaltable sería su 
dimensión étnico-racial (Ruette-Orihuela 
et al., 2023). Los cuatro municipios con 
las tasas más altas de asesinatos —Tori-
bío, Caloto, Corinto y Suárez— se ubi-
caron en el norte del Cauca, con dos 
características compartidas: tener una 
alta proporción de población indígena y 
afrodescendiente; y haber sido priorizados 
para la implementación de la paz (Somos 
Defensores, 2019).

En 2018, el asesinato de líderes indí-
genas se duplicó en el Cauca respecto al 
año anterior (Somos Defensores, 2019). 
La mayoría de estos asesinatos tuvieron 
lugar en áreas del Cauca donde habían 
disputas por el control de cultivos ilícitos 
y minería ilegal de oro (Le Billon et al., 
2020; Vélez-Torres & Vanegas, 2022). En 
2019, los líderes indígenas del Cauca se 
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encontraban entre los actores sociales más 
afectados por la violencia en Colombia, 
representando casi el 40 % de los asesina-
tos (Human Rights Watch, 2021).

El Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses confirmó este 
patrón de violencia étnico-racial, señalan-
do además que la mayoría de los asesinatos 
en el Cauca se dirigieron contra el pueblo 
nasa.4 En 2020, la oacnudh enunció su 
inquietud por el incremento en los asesi-
natos de líderes y autoridades étnicas en 
el Cauca, las cuales aumentaron en un 
50 % en 2019, con respecto al año 2018 
(acnudh, 2020). El entonces defensor 
del pueblo expresó su mayor preocupa-
ción por la violencia contra la Guardia 
Indígena: “Los homicidios, amenazas 
y atentados contra la Guardia Indígena 
en el norte del Cauca obligan a todas las 
autoridades estatales a volcar su mirada y 
presencia en esta subregión suroccidental 
del país”.5

El crecimiento significativo en el nú-
mero de víctimas de guardias indígenas 
demuestra cómo la violencia racializada 
se dirigió contra los líderes que inten-
taban proteger la autonomía en sus te-
rritorios (Ruette-Orihuela et al., 2023). 
Si bien estas cifras y porcentajes varían 
según las fuentes y los registros, sin du-
da permiten verificar un incremento en 
las formas de violencia posacuerdo en el 
Cauca. Sin negar las violencias contra las 
comunidades afrodescendientes y cam-
pesinas (Defensoría del Pueblo, 2020), 
los pueblos indígenas han sido los actores 

racializados más afectados. Aida Quilcué, 
consejera del Consejo Regional Indígena 
del Cauca (cric) y senadora en el período 
2022-2026, declara:

La problemática tiene como principal vícti-
ma a la comunidad nasa, que en los últimos 
tiempos viene fortaleciendo su proceso 
político-organizativo y que, a través de la 
Guardia Indígena, ha ejercido un proceso 
de control social y territorial que no resulta 
bien recibido por parte del resto de actores 
dentro del territorio. Este control social y 
territorial ha traído riesgos a la Guardia 
Indígena, a las autoridades (indígenas), 
a los líderes sociales… ¿Eso qué implica? 
Pues implica que haya amenazas, agresio-
nes, señalamientos y unas cifras tan altas 
de asesinatos en el norte del Cauca.6

La violencia aumenta en la medida en 
que la Guardia Indígena, la Guardia Cam-
pesina y la Guardia Cimarrona intentan 
detener la profundización de la economía 
ilegal en el territorio, incluyendo el narco-
tráfico. Frente al crecimiento progresivo 
de las economías ilegales, los indígenas 
han insistido en efectuar autónomamente 
acciones de incautación de las materias 
primas e instrumentos necesarios para la 
producción de cocaína. Sin embargo, este 
control les ha implicado no solo conflictos 
con los actores armados, sino incluso con 
comunidades, con otras organizaciones 
sociales del territorio y con la fuerza pú-
blica, que asume estas acciones de control 
como una responsabilidad que debería 

4 Noticia del 2 de febre-
ro de 2020: https://www.
dw. c o m/e s/a l- m e n o s -
66-ind%C3%ADgenas-
c o l o m b i a n o s - f u e -
r o n - a s e s i n a d o s -
en-2019-seg%C3%BAn-
la-onu/a-52548150
5 Noticia del 14 de agos-
to de 2019: https://www.
n o d a l . a m / 2 019/0 8/
colombia-ya-van-97-li-
deres-indigenas-asesina-
dos-durante-el-gobierno-
de-duque/
6 Entrevista realizada por 
Indepaz en 2018: http://
www.indepaz.org.co/en-
trevista-a-aida-quilcue/
Indepaz

https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.dw.com/es/al-menos-66-ind%C3%ADgenas-colombianos-fueron-asesinados-en-2019-seg%C3%BAn-la-onu/a-52548150
https://www.nodal.am/2019/08/colombia-ya-van-97-lideres-indigenas-asesinados-durante-el-gobierno-de-duque/
https://www.nodal.am/2019/08/colombia-ya-van-97-lideres-indigenas-asesinados-durante-el-gobierno-de-duque/
https://www.nodal.am/2019/08/colombia-ya-van-97-lideres-indigenas-asesinados-durante-el-gobierno-de-duque/
https://www.nodal.am/2019/08/colombia-ya-van-97-lideres-indigenas-asesinados-durante-el-gobierno-de-duque/
https://www.nodal.am/2019/08/colombia-ya-van-97-lideres-indigenas-asesinados-durante-el-gobierno-de-duque/
https://www.nodal.am/2019/08/colombia-ya-van-97-lideres-indigenas-asesinados-durante-el-gobierno-de-duque/
http://www.indepaz.org.co/entrevista-a-aida-quilcue/Indepaz
http://www.indepaz.org.co/entrevista-a-aida-quilcue/Indepaz
http://www.indepaz.org.co/entrevista-a-aida-quilcue/Indepaz
http://www.indepaz.org.co/entrevista-a-aida-quilcue/Indepaz
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ser monopolizada por las instituciones 
del Estado.

No solo se trata de una violencia que 
se incrementa por las economías parale-
gales en el Cauca, sobre todo asociadas 
a la minería de oro y a los cultivos de 
uso ilícito (Le Billon et al., 2020; Vélez-
Torres & Vanegas, 2022), también es una 
violencia direccionada hacia los procesos 
organizativos locales y las resistencias 
que líderes y lideresas de organizaciones 
indígenas, afrodescendientes y campesi-
nas mestizas presentan frente al control 
territorial impulsado por las viejas y nue-
vas agrupaciones armadas (Chaves et al., 
2018; Ball et al., 2018).

En este sentido, Albarracín et  al. 
(2023) han señalado que, además de ser 
atribuible esta violencia en el posconflicto 
al auge del crimen organizado, se trata 
de un fenómeno sociológico derivado de 
los retos que los procesos de paz implican 
respecto a la dificultad de remover y sus-
tituir órdenes políticos conflictivos que 
durante décadas han logrado arraigarse 
localmente. Una lideresa indígena nos 
expuso al respecto:

Las amenazas han crecido y bastante, y 
más que todo hacia la Guardia Indígena 
[…] Esto es por el control territorial que 
ellos hacen, y en un análisis que han hecho 
las autoridades en estos últimos días, se 
manifiesta que probablemente el princi-
pal problema de este control territorial es 
hacia la Guardia Indígena, y todo eso es 
por el tema del narcotráfico […] el Cauca 

es catalogado como uno de los corredores 
del narcotráfico, entonces la Guardia In-
dígena hace los controles territoriales para 
mitigar ese impacto del narcotráfico, y, por 
eso, han sido amenazados (julio de 2019).

El ejercicio de autonomía política en 
torno al control territorial coloca a la 
Guardia Indígena en la posición de ‘nuda 
vida’ frente al Estado moderno. Pero la 
disputa territorial de los indígenas en el 
Cauca no solo confronta economías ile-
gales, sino también economías extracti-
vas. Estas violencias racializadas están así 
mismo relacionadas con la capacidad que 
tienen las comunidades étnicas de ejercer 
su autonomía política y control territorial 
para confortar intereses corporativos en 
estas mismas geografías.

Por ejemplo, indígenas y afrodescen-
dientes abiertamente se han opuesto a la 
minería de oro a gran escala; han libe-
rado a la Madre Tierra del monocultivo 
agroindustrial de caña; y le han disputado 
al Estado su reconocimiento y derechos 
de autonomía territorial (Galvis, 2014; 
Campo Palacios, 2018; Vargas Reyes & 
Ariza Santamaría, 2019). En este contexto 
resulta igualmente claro que en la medi-
da en que la implementación del acuerdo 
marginó los diversos planes de vida ela-
borados por organizaciones indígenas, 
afrodescendientes y campesinas, el nuevo 
ciclo de violencia precisamente se enraíza 
en la defensa que harían las comunidades 
de estas apuestas negadas de autonomía 
y territorialidad.
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implementación los programas de paz 
se enfilaron a la promoción del neoli-
beralismo agrario. Las comunidades y 
organizaciones sociales percibieron este 
modelo de paz neoliberal como la prime-
ra traición política frente a lo pactado en 
La Habana (Berman-Arévalo & Ojeda, 
2020; Grajales, 2020).

Pronto, los ejercicios de participación 
articulados a los pdet y el pnis resultaron 
ser formales y burocráticos (Vélez-Torres 
et al., 2022). Los múltiples espacios de 
participación creados por donantes, go-
bierno e instituciones del ministerio pú-
blico no solo generaron una saturación 
para los habitantes rurales, sino que ge-
neraron dudas sobre la efectividad de la 
participación de las organizaciones para 
incidir sobre los programas de paz terri-
torial. Una falla determinante consistió en 
burocratizar el modelo de participación, 
lo que llevó a una ‘fatiga de la participa-
ción’ derivada, por un lado, de la gran 
cantidad de instancias en las que las mis-
mas personas debían registrarse y asistir; 
y, por otro lado, de la exclusión de facto 
de las agendas más radicales de justicia 
social y movilización política de organi-
zaciones locales.

El proceso de participación se orien-
tó hacia la legitimación local de las ins-
tituciones del Estado, desviándose de 
materializar los cambios prometidos a 
la población rural expectante y deseante 
de la paz. Los donantes y las agencias de 
paz apresuradamente celebraron el ta-
lante democrático liberal, desconociendo 

Conclusiones

El Acuerdo de Paz entre la guerrilla de 
las farc-ep y el gobierno colombiano 
suele presentarse como un ejemplo exi-
toso de construcción de la paz de abajo 
hacia arriba en razón a los mecanismos 
participativos incorporados en su diseño 
y aplicados en su primera fase de imple-
mentación. El precipitado optimismo de 
las agencias de paz contrasta con la des-
ilusión temprana que el acuerdo dejó para 
las comunidades y organizaciones de las 
zonas más afectadas por el conflicto (Me-
ger & Sachseder, 2020). En este artículo 
hemos analizado la construcción de paz 
vis a vis la construcción del Estado en una 
de las regiones más violentas del país, pe-
ro también una región reconocida por su 
interetnicidad y procesos organizativos, 
riqueza cultural y geolocalización estra-
tégica entre la cordillera de los Andes y 
el Pacífico colombiano: el departamento 
del Cauca.

Allí, el impulso al extractivismo agro-
industrial se ha expandido por los valles 
más fértiles, simultáneamente confinando 
a los habitantes rurales más empobreci-
dos. Históricamente, indígenas, afrodes-
cendientes y campesinos mestizos han 
disputado el acceso desigual a la tierra, 
el despojo y la informalidad en la propie-
dad rural (Machado Cartagena & Rincón 
García, 2014). Aunque el acuerdo firma-
do en 2016 reconoció estas relaciones 
de exclusión como causas estructura-
les del conflicto interno armado, en su 
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que los mecanismos participativos no son 
meramente técnicos, sino que están im-
pregnados por la historia de marginación 
que cargan y disputan los sujetos rurales.

Entre la gente, sin embargo, comen-
zó a recorrer la sensación de que todo el 
andamiaje participativo no quedaría sino 
en “palabras que se las lleva el viento”. 
Una mayor frustración surgió entre las 
comunidades al descubrir que los planes 
no estaban claramente respaldados por 
una arquitectura financiera y de planifi-
cación estratégica que pudiera garantizar 
el financiamiento de la mayoría de los 
proyectos. Así, la fatiga participativa se 
convirtió en malestar y desesperanza por 
la falta de concreción material de los pla-
nes y de sus ideales de paz. Más aún, las 
promesas incumplidas en lo que se refiere 
a la sustitución de cultivos ilícitos generó 
más pobreza y la revictimización de las 
comunidades empobrecidas afectadas por 
el narcotráfico.

A su vez, las comunidades denuncia-
ron que las propuestas de desarrollo rural, 
traídas desde Bogotá, no solo reproducían 
el centralismo político, sino la ortodoxia 
neoliberal, al impulsar estrictamente pro-
yectos para la producción de materias pri-
mas agrarias sin valor agregado, las cuales 
se insertarían a los mercados globales sin 
propiciar encadenamientos productivos 
para la agroindustrialización. Adicional-
mente, el esquema propuesto obviaba 
los mercados locales y subordinaba las 
reivindicaciones locales de soberanía ali-
mentaria y autonomías territoriales. Peor 

resultó la frustración de las comunidades 
cuando, incrementalmente, los programas 
de paz fueron sustituidos con la militari-
zación de sus territorios.

En este contexto de incumplimientos, 
el escenario de violencias nuevas y reci-
cladas se intensificó desde el año 2019. 
El giro militarista que realizó el gobierno 
del presidente Iván Duque, bajo el dis-
curso de la estabilización y la seguridad 
(Piccolino & Ruette-Orihuela, 2021), 
priorizó la presencia de la fuerza pública 
en los territorios de implementación del 
acuerdo. A través de una jerarquización 
de la seguridad por encima del desarro-
llo rural integral, el gobierno aumentó la 
inversión militar y la presencia del pie de 
fuerza en los territorios. Un dato clave 
sería que, incluso después del Acuerdo 
de Paz, Colombia todavía tiene uno de 
los gastos militares más altos de América 
Latina, con alrededor del 3,1 % del pib.7

La militarización de la paz trajo de 
vuelta la confrontación entre grupos ar-
mados legales e ilegales, dejó a la pobla-
ción entre el fuego cruzado y desplazó 
la presencia institucional de carácter hu-
manitario, social y de desarrollo hacia 
un control militar del territorio y de la 
población. A esta decisión de gobierno se 
le sumó el crecimiento de las violencias 
durante el período de confinamiento por 
Covid-19 (Idler & Hochmüller, 2020), lo 
que en conjunto terminó por desintegrar 
el acuerdo y propiciar un nuevo ciclo de 
violencia en Colombia (Gutiérrez-Sanín, 
2020).

7 Ver informe del sipri: 
https://www.sipri.org/si-
tes/default/files/2020-04/
fs_2020_04_milex_0_0.
pdf

https://www.sipri.org/sites/default/files/2020-04/fs_2020_04_milex_0_0.pdf
https://www.sipri.org/sites/default/files/2020-04/fs_2020_04_milex_0_0.pdf
https://www.sipri.org/sites/default/files/2020-04/fs_2020_04_milex_0_0.pdf
https://www.sipri.org/sites/default/files/2020-04/fs_2020_04_milex_0_0.pdf
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Desde la firma del acuerdo, los líderes 
y lideresas han sido gravemente afectados 
por la violencia. Los datos estadísticos 
de diversas instituciones y organizacio-
nes demuestran que existe un aumento 
innegable en el número de asesinatos 
dirigidos a líderes y autoridades indíge-
nas, especialmente en los territorios del 
Cauca que han sido priorizados para la 
implementación del acuerdo. La violencia 
dirigida a líderes indígenas del Cauca se 
encuentra vinculada al ‘ensamblaje’ de 
tres procesos profundamente imbricados: 
racialización, espacialización y confron-
tación de la autonomía política.

Las/los líderes son objetos/sujetos 
de múltiples violencias en tanto: i) se re-
conocen, viven y son racializados como 
sujetos no blancos; ii) habitan y protegen 
sus territorios y sus formas de vida tradi-
cional; y iii) ejercen su autonomía política 
y territorial frente al Estado y a los grupos 
armados legales e ilegales. La violencia 
dirigida a los pueblos indígenas se extien-
de en la medida en que las autoridades 
ejercen su autonomía en espacios donde 
convergen los intereses de las economías 
de guerra, del narcotráfico y del Estado 
neoliberal (Ruette-Orihuela et al., 2023).

La segregación étnico-racial en esta 
nueva etapa del conflicto a la cual asisti-
mos en el posacuerdo es innegable. Ar-
gumentamos que esta violencia contra 
los pueblos étnicos tiene una dimensión 
política colectiva al dirigirse a organiza-
ciones étnicas como cabildos, consejos 
comunitarios y guardias, dejando claro 

que esta violencia no solo está orientada 
a exterminar a los líderes más visibles, 
sino que busca intimidar la actividad po-
lítica y erosionar el tejido de los procesos 
sociales cuya principal característica es 
la defensa de la autonomía territorial y la 
oposición frente a procesos extractivos 
legales e ilegales.

Así, las violencias están directamen-
te articuladas a la capacidad que tienen 
los sujetos indígenas, afrodescendientes 
y campesinos de cuestionar los diversos 
mecanismos de despojo que ejercen los 
grupos armados legales e ilegales y de de-
fender sus territorios frente a los modelos 
de explotación que divergen de sus planes 
de vida y agendas de organización comu-
nitaria. En otras palabras, esta violencia 
no solo se dirige a los sujetos individua-
les, sino al ensamblaje histórico colectivo 
que existe entre identidad étnico-racial, 
espacio racializado y práctica autonómica 
de defensa del territorio.

Más allá del auge del crimen orga-
nizado, los nuevos ciclos de violencia 
los entendemos como fenómenos socio-
lógicos derivados de los retos que los 
procesos de paz implican respecto a la 
dificultad de remover y sustituir órdenes 
políticos locales arraigados (Albarracín 
et al., 2023), fuertemente enraizados en 
proyectos históricos de despojo colonial 
y exclusión neoliberal. Futuras investi-
gaciones a escala nacional pudieran pro-
fundizar los efectos de la burocratización 
en la implementación del acuerdo, su 
neoliberalización y su desviación hacia la 
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militarización, examinando el surgimien-
to de nuevos mecanismos de violencia que 
prueban recrudecer las experiencias de 
exclusión y victimización de las poblacio-
nes rurales racializadas y empobrecidas.
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